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Resolución 235/2026, de 7 de agosto, de la Comisión de Transparencia de 

Castilla y León 

 

 

 

 

 

Asunto: Expediente CT-137/2026 / Reclamación frente a la desestimación presunta 

de una solicitud de información pública presentada por D.XXX, actuando como 

Presidente de la Junta Administrativa de Briongos de Cervera (Burgos), ante el 

Ayuntamiento de Ciruelos de Cervera (Burgos) 

 

 

I. ANTECEDENTES 

Primero.- Con fecha 9 de febrero de 2026, D. XXX, actuando en su condición de 

Presidente de la Junta Administrativa de Briongos de Cervera (Burgos), dirigió una 

solicitud de acceso a información pública al Ayuntamiento de Ciruelos de Cervera 

(Burgos), en cuyo término municipal se localiza la citada Entidad Local Menor. En el 

escrito de solicitud se hacía constar lo siguiente: 

“Expuesto en el BOP del 6/2/2026 el presupuesto provisional 2026 de Ciruelos de 

Cervera para su información pública. 

Solicito copia de dicho presupuesto o poder examinarlo en la oficina municipal”. 

Hasta la fecha, no existe constancia de que la solicitud indicada haya sido resuelta 

expresamente. 

Segundo.- Con fecha 20 de febrero de 2026, tuvo entrada en la Comisión de 

Transparencia de Castilla y León una reclamación presentada por D. XXX, actuando en 

su condición de Presidente de la Junta Administrativa de Briongos de Cervera, frente a la 

falta de respuesta a la solicitud de información pública indicada en el expositivo anterior. 

Tercero.- Recibida la reclamación señalada, nos dirigimos al Ayuntamiento de 

Ciruelos de Cervera poniendo de manifiesto su recepción y solicitando que nos informase 

sobre la actuación que había dado lugar a la citada impugnación. 
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Consta la recepción de esta petición por el indicado Ayuntamiento con fecha 8 de 

junio de 2026, a través de la firma del correspondiente aviso de recibo certificado. 

Sin embargo, el informe solicitado no ha sido recibido en esta Comisión de 

Transparencia. No obstante, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 80.3 de la 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas, se prosiguen las actuaciones y se procede a adoptar la 

presente Resolución. 

Sin perjuicio de ello, lamentamos que nos veamos obligados a resolver esta 

reclamación sin conocer el criterio del Ayuntamiento de Ciruelos de Cervera, quien, sin 

duda, podría aportar elementos de juicio relevantes para decidir acerca del supuesto aquí 

planteado. Esta falta de respuesta, además, supone un incumplimiento de la colaboración 

debida al Comisionado de Transparencia, en cuanto Presidente de esta Comisión, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 3/2015, de 4 de marzo, de 

Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León. 

 

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 

acceso a la información pública y buen gobierno (en adelante, LTAIBG), reconoce a todas 

las personas el derecho a acceder a la información pública, en los términos previstos en el 

artículo 105. b) de la Constitución Española, desarrollados por la propia Ley. Añade este 

precepto que, en el ámbito de sus respectivas competencias, será de aplicación la 

correspondiente normativa autonómica. 

El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o 

presunta en materia de acceso a la información pública podrá interponerse una 

reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno (en adelante, CTBG), con 

carácter potestativo y previo a su impugnación en vía contencioso-administrativa. 

Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma LTAIBG establece que la 

resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado corresponderá, en los 

supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las Comunidades 

Autónomas y su sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito 

territorial, al órgano independiente que determinen las Comunidades Autónomas. En 

Castilla y León ese órgano es esta Comisión de Transparencia a quien corresponde la 

tramitación y resolución de aquella reclamación, ajustándose a lo dispuesto en materia de 

recursos en la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas (en adelante, LPAC) 
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En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la 

Ley 3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla 

y León, se crea la Comisión de Transparencia para el conocimiento y resolución de las 

reclamaciones que, con carácter potestativo y previo a su impugnación contencioso-

administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o presuntas en materia de 

acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del sector público 

autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la 

Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las corporaciones 

de derecho público cuyo ámbito de actuación se circunscriba exclusivamente a todo o 

parte del territorio de la Comunidad Autónoma; por las Entidades Locales de Castilla 

y León y su sector público; y por las asociaciones constituidas por las referidas entidades 

y organismos. 

En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación antes 

identificada. 

Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado 

para ello, puesto que su autor es la misma persona que presentó la solicitud de 

información pública que dio lugar a la impugnación. 

Cuarto.- Por lo que respecta al tiempo y forma de presentación de la reclamación, 

hay que tener en consideración lo dispuesto en el artículo 24.2 de la LTAIBG, según el 

cual: 

“La reclamación se interpondrá en el plazo de un mes a contar desde el día 

siguiente al de la notificación del acto impugnado o desde el día siguiente a aquel 

en que se produzcan los efectos del silencio administrativo”. 

Por otro lado, el artículo 20.1 de la LTAIBG establece: 

“La resolución en la que se conceda o deniegue el acceso deberá notificarse al 

solicitante y a los terceros afectados que así lo hayan solicitado en el plazo 

máximo de un mes desde la recepción de la solicitud por el órgano competente 

para resolver. 

Este plazo podrá ampliarse por otro mes en el caso de que el volumen o la 

complejidad de la información que se solicita así lo haga necesario y previa 

notificación al solicitante”. 

En este supuesto concreto, la reclamación fue registrada ante esta Comisión de 

Transparencia el 20 de febrero de 2026, después de que la solicitud de información 

pública fuera realizada a través de un escrito presentado en el Ayuntamiento de Ciruelos 

de Cervera el 9 de febrero de 2026. De este modo, la reclamación fue presentada días 
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antes de que transcurriera el plazo de un mes a contar desde el día siguiente a aquel en el 

que se habrían producido los efectos del silencio administrativo. 

En todo caso, no constando que el Ayuntamiento de Ciruelos de Cervera haya 

dictado y notificado una resolución formal y expresa, procede acudir a la consolidada 

doctrina del Tribunal Supremo, ampliamente asumida por los distintos órganos 

jurisdiccionales, en materia de interposición anticipada del recurso jurisdiccional sin 

aguardar a la resolución expresa de la Administración (STS 4127/2001, de 19 de mayo, FJ 

2º; STS 8098/2011, de 7 de diciembre, FJ 3º; Audiencia Nacional, SAN 275/2021, de 25 

de enero, FJ 5º, recurso 698/2018, secc. 8ª). Conforme a dicha doctrina, cuando quien ha 

ejercitado el derecho de acceso a la información pública formula la reclamación 

potestativa ante la autoridad independiente de transparencia sin dejar transcurrir el plazo 

de un mes con que cuenta el sujeto obligado para resolver la solicitud, tal interposición 

anticipada o prematura no constituye causa de inadmisión, entendiéndose subsanado el 

defecto de forma sobrevenida por el mero transcurso del tiempo. 

Dicha doctrina debe aplicarse a la reclamación formulada ante esta Comisión de 

Transparencia, en la medida en que la misma es sustitutiva de los recursos administrativos 

de conformidad con lo que disponía el artículo 107.2 de la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 

Administrativo Común (ahora artículo 112.2 de la LPAC), en los términos previstos en el 

artículo 23.1 de la LTAIBG. 

Así mismo, de acuerdo con el principio “pro actione” se debe procurar dar a la 

impugnación administrativa el cauce adecuado para su definitivo examen y resolución por 

encima de meras deficiencias no sustantivas, las cuales no han de llevar consigo cualquier 

tipo de perjuicio a la tutela que los ciudadanos deben obtener a través de los recursos que 

tienen a su disposición. Por este motivo, se considera que la reclamación presentada por la 

Junta Administrativa de Briongos de Cervera reúne los requisitos para obtener la debida 

respuesta a través de esta Resolución. 

Quinto.- Entrando en el análisis material de la cuestión planteada, procede 

examinar si la información solicitada por D. XXX (copia del presupuesto provisional del 

Ayuntamiento de Ciruelos de Cervera correspondiente al ejercicio 2026, expuesto en el 

Boletín Oficial de la Provincia de Burgos de 6 de febrero de 2026 para su trámite de 

información pública, o en su defecto acceso al mismo a través de su examen en las 

dependencias municipales) reúne los requisitos para ser considerada información pública 

a los efectos de la LTAIBG, sin que concurra causa alguna que pueda fundamentar el 

acceso a su contenido. 

El artículo 13 de la LTAIBG define la información pública como “los contenidos o 

documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de alguno de 
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los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido elaborados 

o adquiridos en el ejercicio de sus funciones”. No cabe duda de que el presupuesto 

municipal, en cuanto documento que recoge la previsión de ingresos y la habilitación de 

gastos de la Entidad Local para el ejercicio correspondiente, constituye información 

pública en el sentido más genuino de la norma. 

La información pedida referida al presupuesto del año 2026 contiene datos de 

naturaleza económica que no se encuentran especialmente protegidos, prevaleciendo en 

estos casos el interés público en la divulgación de la información para que esta sea 

conocida por cualquier ciudadano, en la medida en que esta divulgación puede servir de 

control de la gestión de los recursos públicos. Así se viene manteniendo por órganos de 

garantía de la transparencia como el CTBG, en la Resolución 0179/2016, de 14 de 

diciembre); la Comisión de Garantía del Derecho de Acceso a la Información pública de 

Cataluña (GAIP), en su Resolución de 13 de octubre de 2016; o esta Comisión de 

Transparencia de Castilla y León, en sus Resoluciones 127/2018, de 22 de junio (expte. 

CT- 0078/2018), 50/2020, de 7 de abril (CT-140/2019) y 7/2022, de 24 de enero (expte. 

CT-369/2021). En todos estos supuestos se reconoció el derecho del solicitante en cada 

caso al acceso a una información económica de un Ayuntamiento. 

A ello se añade una circunstancia que refuerza el carácter público de la 

información solicitada: el propio presupuesto se encontraba, en el momento de la 

solicitud, sometido a un trámite de información pública anunciado en el Boletín Oficial de 

la Provincia, en cumplimiento de lo previsto en el artículo 169 del Texto Refundido de la 

Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto legislativo 2/2004, 

de 5 de marzo. Este trámite tiene por finalidad, precisamente, permitir a cualquier 

interesado el examen del expediente y la formulación de reclamaciones, de modo que mal 

se compadece con dicha finalidad la negativa, siquiera tácita, a facilitar copia del 

documento o su consulta a quien lo solicita expresamente durante ese periodo. 

Por otro lado, el artículo 8.1.d) de la LTAIBG incluye entre las obligaciones de 

publicidad activa que pesan sobre los sujetos obligados la relativa a los presupuestos, con 

descripción de las principales partidas presupuestarias e información actualizada y 

comprensible sobre su estado de ejecución y sobre el cumplimiento de los objetivos de 

estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera de las Administraciones Públicas. Si 

el presupuesto es información de publicidad activa obligatoria, con mayor razón debe 

facilitarse su acceso cuando media una solicitud individualizada, sin que resulte necesario 

siquiera acudir al cauce reactivo de acceso a la información pública para obtener lo que ya 

debería estar a disposición de cualquier persona. 

Tampoco concurre, en el presente supuesto, ninguno de los límites previstos en el 

artículo 14 de la LTAIBG, ni resulta de aplicación la protección de datos personales del 
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artículo 15, al tratarse de información de naturaleza estrictamente presupuestaria y 

organizativa, ajena a cualquier dato de carácter personal. 

Sexto.- Conviene añadir que el interés de las Entidades Locales Menores en el 

conocimiento del contenido de los presupuestos del municipio en el que se integran no es 

un interés genérico equiparable al de cualquier otro solicitante, sino que goza de un 

reconocimiento normativo específico. En efecto, el artículo 62 de la Ley 1/1998, de 4 de 

junio, de Régimen Local de Castilla y León, reconoce al Alcalde Pedáneo el derecho a 

asistir, con voz pero sin voto, a las sesiones del Ayuntamiento en las que se debata algún 

asunto que afecte a la entidad local menor, debiendo ser convocado a tal efecto y 

facilitándosele previamente la documentación necesaria. 

La trascendencia de esta previsión ha sido puesta de manifiesto por el Juzgado de 

lo Contencioso-Administrativo n.º 3 de León, en su Sentencia de 27 de abril de 2018, al 

resolver un recurso planteado por una Junta Vecinal frente a los acuerdos de aprobación 

inicial y definitiva del presupuesto municipal del Ayuntamiento de Ponferrada. En dicho 

pronunciamiento el Juzgado anuló los acuerdos impugnados por no haberse convocado a 

los alcaldes pedáneos a la correspondiente sesión plenaria, ni haberles facilitado 

previamente la documentación necesaria, señalando que la previsión del artículo 62 de la 

Ley 1/1998 no constituye una mera declaración de intenciones, sino una norma jurídica 

vinculante cuya infracción determina que no sean ajustados a derecho los acuerdos 

adoptados sin la convocatoria debida. Esta Sentencia fue confirmada en apelación por el 

Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León en su Sentencia de 10 de diciembre de 

2018. 

Aunque el supuesto enjuiciado versaba sobre el derecho de asistencia a la sesión 

plenaria y no, directamente, sobre una solicitud de acceso a la información pública en los 

términos de la LTAIBG, la doctrina que en ella se contiene resulta plenamente trasladable 

al presente expediente: si el legislador autonómico ha querido garantizar a las Entidades 

Locales Menores un cauce reforzado de participación e información en todo aquello que 

afecte a sus intereses, con mayor razón debe reconocerse su derecho a obtener, a través 

del cauce ordinario de acceso a la información pública, copia de un documento, como es 

el presupuesto municipal, cuyo contenido afecta  a sus intereses. 

Séptimo.- En consecuencia, no habiéndose acreditado por el Ayuntamiento de 

Ciruelos de Cervera, quien ni siquiera ha dado respuesta a la solicitud ni ha colaborado 

con esta Comisión pese a haber sido requerido para ello, la concurrencia de causa legal 

alguna que ampare la denegación de la información solicitada (artículos 14, 15 y 18 de la 

LTAIBG), procede estimar la reclamación presentada y ordenar que se facilite al 

reclamante la información por él pedida. 
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Octavo.- En cuanto a la formalización del acceso a la información, el artículo 22.1 

de la LTAIBG establece lo siguiente: 

“El acceso a la información se realizará preferentemente por vía electrónica, 

salvo cuando no sea posible o el solicitante haya señalado expresamente otro 

medio. Cuando no pueda darse el acceso en el momento de la notificación de la 

resolución deberá otorgarse, en cualquier caso, en un plazo no superior a diez 

días”. 

Asimismo, el artículo 22.4 de la misma Ley dispone lo que se indica a 

continuación: 

“El acceso a la información será gratuito. No obstante, la expedición de copias o 

la transposición de la información a un formato diferente al original podrá dar 

lugar a la exigencia de exacciones en los términos previstos en la Ley 8/1989, de 

13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, o, en su caso, conforme a la normativa 

autonómica o local que resulte aplicable”. 

En consecuencia, el precepto señalado establece como preferente el acceso a la 

información por vía electrónica, salvo que el solicitante señale expresamente otro medio, 

y prevé, de forma específica, la posibilidad de que tal acceso se produzca a través de la 

expedición de copias, sin perjuicio de que esta se realice previa disociación de los datos 

de carácter personal que, en su caso, aparezcan en los documentos, y pueda dar lugar a la 

exigencia de exacciones en los términos previstos en la normativa aplicable. 

En el caso que aquí nos ocupa, el escrito que fue calificado como reclamación no 

contiene una dirección electrónica ni una dirección postal, por lo que, en principio, para 

atender la solicitud debería utilizarse la vía normal que tenga ese Ayuntamiento para 

relacionarse con las entidades locales menores del municipio. 

 

En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de 

Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros, 

RESUELVE 

Primero.- Estimar la reclamación frente a la desestimación presunta de una 

solicitud de información pública presentada por D. XXX, actuando en su condición de 

Presidente de la Junta Administrativa de Briongos de Cervera (Burgos), ante el 

Ayuntamiento de Ciruelos de Cervera (Burgos). 
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Segundo.- Para dar cumplimiento a esta Resolución, el Ayuntamiento de Ciruelos 

de Cervera deberá facilitar al reclamante una copia del expediente relativo al presupuesto 

de esta Entidad Local aprobado para el ejercicio 2026 o bien, alternativamente, permitir el 

examen de su contenido en las dependencias municipales, con la posibilidad, en este 

segundo caso, de que el interesado pueda solicitar copia de los documentos que considere 

oportuno. 

Tercero.- Notificar esta Resolución D. XXX, como autor de la reclamación, y al 

Ayuntamiento de Ciruelos de Cervera. 

Cuarto.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente 

Resolución en la página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de carácter 

personal que contuviera. 

 

Esta Resolución es ejecutiva. Frente a la misma, que pone fin a la vía 

administrativa, cabe interponer recurso contencioso-administrativo ante la Sección de lo 

Contencioso-Administrativo del Tribunal de Instancia de León en el plazo de dos meses a 

contar desde el día siguiente a su notificación, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-

administrativa. 

EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 

Tomás Quintana López 


